
ARTÍCULO 78. SITUACIONES ADMINISTRATIVAS DE PERSONAL. A los miembros de la
Fuerza Pública del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, que desempeñen
cargos en la Jurisdicción Penal Militar y Policial, les serán aplicables por el Director Ejecutivo la
Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, las situaciones
administrativas de personal previstas en los estatutos de carrera especial del personal civil y no
uniformado del Ministerio de Defensa Nacional y sus entidades descentralizadas, adscritas y
vinculadas.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

CAPÍTULO V.

FORMACIÓN Y CAPACITACIÓN.

ARTÍCULO 79. FORMACIÓN. Los miembros de la Fuerza Pública que integren el Cuerpo
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, deberán recibir la formación militar o policial
impartida por su respectiva Fuerza.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 80. CAPACITACIÓN. La capacitación de los miembros de la Fuerza Pública
que integren el Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, será continua y estará
bajo la coordinación de la Escuela de Justicia Penal Militar y Policial, con el objeto de ofrecer a
quienes administran justicia y realizan funciones de investigación y de apoyo judicial e
investigativo, permanente actualización práctica y teórica en temas jurídicos, militares y
policiales, técnicas de investigación, gestión judicial y en todas aquellas áreas relacionadas con el
desempeño de sus funciones.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

CAPÍTULO VI.



TERMINACIÓN DE LA DESIGNACIÓN A LOS MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA
QUE INTEGREN EL CUERPO AUTÓNOMO DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y
POLICIAL Y RETIRO DEL SERVICIO ACTIVO.

ARTÍCULO 81. TERMINACIÓN DE LA DESIGNACIÓN POR SOLICITUD PROPIA DEL
MIEMBRO DE LA FUERZA PÚBLICA. El miembro de la Fuerza Pública integrante del
Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial, podrá solicitar por una sola vez la
terminación de su designación y el regreso a su Fuerza de procedencia. Esta podrá aceptar o
rechazar su solicitud.

En caso de ser aceptado no podrá regresar a la Justicia Penal Militar y Policial mientras esté en
servicio activo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 82. CAUSALES DE TERMINACIÓN DE LA DESIGNACIÓN EN EL
CUERPO AUTÓNOMO DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL Y RETIRO DE
LA FUERZA PÚBLICA. Son causales de terminación de la designación en el Cuerpo Autónomo
de la Justicia Penal Militar y Policial y de Retiro de la Fuerza Pública las siguientes:

1. Ser condenado penal mente por sentencia debidamente ejecutoriada, excepto por delitos
culposos, siempre que en este último caso la pena impuesta no implique privación de la libertad.

2. Ser destituido o separado del cargo por decisión debidamente ejecutoriada, como resultado de
proceso disciplinario.

3. Obtener resultado regular o deficiente de acuerdo con los reglamentos de evaluación y
clasificación de la Fuerza Pública.

4. Incurrir en cualquiera de las causales de retiro consignadas en los reglamentos de la institución
militar o policial a la cual pertenece.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 83. RETIRO DEL CUERPO AUTÓNOMO DE LA JUSTICIA PENAL
MILITAR Y POLICIAL. El retiro del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial se
configura cuando se termina la designación del miembro de la Fuerza Pública en un cargo de la
Justicia Penal Militar y Policial.



PARÁGRAFO. Incurrir en cualquiera de las causales de terminación de la designación del
artículo anterior conlleva igualmente el retiro de la Fuerza Pública. La Dirección Ejecutiva de la
Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, tramitará el retiro del
servicio activo del miembro de la Fuerza Pública ante el Gobierno nacional o el Ministro de
Defensa, según corresponda.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 84. EFECTOS DE LA TERMINACIÓN DE LA DESIGNACIÓN. El personal
militar o policial al que se le haya terminado la designación, no podrá volver a ocupar cargos en
la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial,
excepto si la misma fue por solicitud propia, caso en el cual el Director Ejecutivo de la Unidad
Administrativa Especial podrá nombrarlo en calidad de retirado, de acuerdo con las necesidades
del servicio, siempre que cumpla con los requisitos exigidos para un cargo vacante y supere el
proceso de vinculación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

CAPÍTULO VII.

EVALUACIÓN Y CLASIFICACIÓN DE LOS MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA DEL
CUERPO AUTÓNOMO DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL.

ARTÍCULO 85. AUTORIDAD EVALUADORA Y REVISORA. La autoridad evaluadora y
revisora del personal de la Fuerza Pública miembro del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal
Militar y Policial, será ejercida por oficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional
integrantes de dicho cuerpo u orgánicos de la Unidad Administrativa Especial, que no
intervengan en la evaluación de desempeño judicial.

La evaluación y revisión se efectuará conforme a los reglamentos de las Fuerzas Militares y de la
Policía Nacional, para la calificación y clasificación del desempeño Militar y Policial.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

CAPÍTULO VIII.

RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE LOS MIEMBROS DEL CUERPOAUTÓNOMO DE LA
JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL.

ARTÍCULO 86. TITULARIDAD DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA. Los miembros del
Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial solo podrán ser disciplinados por la
Procuraduría General de la Nación por faltas en el ejercicio de sus funciones judiciales.

Cuando se trate de faltas distintas a las cometidas en el ejercicio de la función judicial, será
competente para conocer y decidir las faltas leves en única instancia y en primera instancia las
faltas graves y gravísimas, un oficial de grado Coronel o Capitán de Navío y en segunda
instancia para estas dos últimas, un oficial de mayor antigüedad, miembros del Cuerpo
Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial u orgánicos de la Unidad Administrativa
Especial, designados por su Dirección Ejecutiva.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 87. FALTAS DISCIPLINARIAS, PROCEDIMIENTO Y SANCIONES. A los
miembros del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial se les aplicarán las
normas establecidas en los respectivos estatutos disciplinarios tanto de las Fuerzas Militares
como de la Policía Nacional en materia de faltas disciplinarias, procedimiento y sanciones, así
como las establecidas en el régimen disciplinario para servidores públicos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

ARTÍCULO 88. NORMAS DE REMISIÓN. En todo lo no regulado en el presente título,
relacionado con los miembros de la Fuerza Pública que integren el Cuerpo Autónomo de la
Justicia Penal Militar y Policial, se les aplicará lo establecido en los regímenes especiales
respectivos.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-260-16 de 18 de mayo de 2016, Magistrado Ponente Dr.
Luis Ernesto Vargas Silva.

TÍTULO VII.

EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO.

CAPÍTULO ÚNICO.

ARTÍCULO 89. EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO DE LOS JUECES PENALES
MILITARES Y POLICIALES. La evaluación de desempeño de los jueces penales militares y
policiales corresponde al Director Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia
Penal Militar y Policial y al Tribunal Superior Militar y Policial, de conformidad con los
siguientes criterios:

1. El Director Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y
Policial, evaluará el rendimiento estadístico de los jueces penales militares y policiales de
acuerdo con la validación de los informes de cada despacho.

2. El Tribunal Superior Militar y Policial evaluará la estructura formal y la construcción material
de las providencias de los jueces penales militares y policiales.

PARÁGRAFO. La consolidación de las evaluaciones establecidas en los numerales anteriores,
permitirá determinar el rendimiento anual de los jueces penales militares y policiales, la cual
constituirá para el personal militar y policial el indicador de desempeño en el cargo.

ARTÍCULO 90. EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO DE LOS FISCALES PENALES
MILITARES Y POLICIALES DELEGADOS ANTE LOS JUECES PENALES MILITARES Y
POLICIALES Y DE LOS SERVIDORES DEL CUERPO TÉCNICO DE INVESTIGACIÓN DE
LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL. La evaluación de desempeño de los fiscales
penales militares y policiales delegados ante los jueces penales militares y policiales y de los
servidores del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial,
corresponde al Director Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal
Militar y Policial, al Fiscal General Penal Militar y Policial y a los Fiscales Penales Militares y
Policiales Delegados ante el Tribunal Superior Militar y Policial, de conformidad con los
siguientes criterios:

1. El Director Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y
Policial evaluará el rendimiento estadístico de los fiscales penales militares y policiales
delegados ante los jueces penales militares y policiales y de los servidores del Cuerpo Técnico de
Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial, de acuerdo con la validación de los informes
de cada despacho y el informe estadístico consolidado presentado por el Coordinador Nacional
del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial.

2. El Fiscal General Penal Militar y Policial y los Fiscales Penales Militares y Policiales



Delegados ante el Tribunal Superior Militar y Policial, evaluarán la gestión investigativa, el
diseño del programa metodológico, la estructura de la teoría del caso, la actuación y
argumentación en estrados judiciales y su efectividad en el resultado de la acción penal de los
Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante los Jueces Penales Militares y Policial. Así
mismo evaluarán a los coordinadores del Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal
Militar y Policial, con fundamento en la eficaz planeación, organización y control de las misiones
asignadas a los servidores.

3. El Fiscal General Penal Militar y Policial y el Coordinador Nacional del Cuerpo Técnico de
Investigación evaluarán la gestión desarrollada en las misiones de trabajo, la efectividad de los
informes periciales, técnicos y los resultados de la actividad investigativa de los servidores del
Cuerpo Técnico de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial.

PARÁGRAFO. La consolidación de las evaluaciones establecidas en los numerales anteriores
permitirá determinar el rendimiento anual de los Fiscales Penales Militares y Policiales
Delegados ante los Jueces Penales Militares y Policiales, y de los servidores del Cuerpo Técnico
de Investigación de la Justicia Penal Militar y Policial, la cual constituirá para el personal militar
y policial el indicador de desempeño en el cargo.

ARTÍCULO 91. EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO DE SECRETARIOS Y ASISTENTES
JUDICIALES. La evaluación de estos servidores públicos suboficiales, miembros del nivel
ejecutivo, patrulleros y civiles que realicen labores de apoyo a la gestión judicial e investigativa,
corresponderá al titular o encargado del respectivo despacho.

ARTÍCULO 92. SISTEMA DE EVALUACIÓN. Los indicadores aplicables a las
evaluaciones de rendimiento, serán diseñados por los evaluadores y expedidos mediante acto
administrativo por la Dirección Ejecutiva de la Unidad Administrativa Especial.

ARTÍCULO 93. RECURSOS. Contra el resultado de la evaluación de rendimiento de gestión
judicial e investigativa y de apoyo judicial e investigativo, procede solo el recurso de reposición
dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación personal o desfijación del edicto.

TÍTULO VIII.

DISPOSICIONES SOBRE COMPETENCIA PARA EL TRÁNSITO AL SISTEMA PENAL
ACUSATORIO Y PARA GARANTIZAR SU PLENA OPERATIVIDAD EN LA
JURISDICCIÓN ESPECIALIZADA.

CAPÍTULO I.

DISPOSICIONES SOBRE COMPETENCIA PARA EL TRÁNSITO AL SISTEMA PENAL
ACUSATORIO.

ARTÍCULO 94. PROCESOS EN CURSO. Los procesos en los que a la entrada en vigencia
de la presente ley no se hubiese decretado el inicio del juicio, se regirán por las nuevas normas de
competencia aquí establecidas siempre y cuando se hayan implementado los nuevos juzgados de
conocimiento. En caso contrario continuarán su trámite por las reglas de competencia
establecidas en la Ley 522 de 1999.



ARTÍCULO 95. COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE INSTRUCCIÓN PENAL
MILITAR. Para garantizar la transición al Sistema Penal Acusatorio y facilitar el proceso de
descongestión judicial con la distribución equilibrada de la carga laboral, las investigaciones por
hechos ocurridos en vigencia de la Ley 522 de 1999, podrán ser asumidas por un Juez de
Instrucción Penal Militar, para lo cual deberá tenerse en cuenta la especificidad dentro de lo
militar o policial del miembro de la Fuerza Pública investigado, independientemente del lugar
donde hayan ocurrido los hechos. Para tal efecto el Director Ejecutivo de la Unidad
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, podrá redistribuir la carga laboral.

ARTÍCULO 96. COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA Y
FISCALÍAS. Para garantizar la transición al Sistema Penal Acusatorio y facilitar el proceso de
descongestión judicial con la distribución equilibrada de la carga laboral, a partir de la vigencia
de la presente ley se modifican las competencias establecidas en la Ley 522 de 1999, así:

1. El juzgado de Inspección General del Comando General de las Fuerzas Militares y el Juzgado
de Inspección General del Ejército, además de la competencia a ellos atribuida por la Ley 522 de
1999, podrán conocer de los procesos de competencia de los Juzgados Militares de División y de
Brigada.

2. El Juzgado de Inspección General de la Armada Nacional, además de la competencia a él
atribuida por la Ley 522 de 1999, podrá conocer de los procesos de competencia de los Juzgados
de Fuerza Naval del Atlántico, Fuerza Naval del Pacífico, Fuerza Naval del Sur, Brigada de
Infantería de Marina y Comando Específico de San Andrés y Providencia.

3. El Juzgado de Inspección General de la Fuerza Aérea, además de la competencia a él atribuida
por la Ley 522 de 1999, podrá conocer de los procesos de competencia de los Juzgados Militares
de Comando Aéreo, de Base Aérea, de Grupo Aéreo y de Escuelas de Formación, Capacitación y
Técnicas.

4. El Juzgado de la Dirección General de la Policía Nacional, además de la competencia a él
atribuida por la Ley 522 de 1999, podrá conocer de los procesos de competencia del Juzgado de
la Inspección General de la Policía Nacional, de los Juzgados de Policía Metropolitana y de los
Juzgados de Departamento de Policía. De igual forma, el Juzgado de Inspección General de la
Policía Nacional podrá conocer de los procesos de competencia de los Juzgados de Policía
Metropolitana y de los Juzgados de Departamento de Policía.

PARÁGRAFO. Del mismo modo las Fiscalías Penales Militares ejercerán sus funciones de
calificación y acusación ante los Juzgados Instancia.

CAPÍTULO II.

DISPOSICIONES PARA GARANTIZAR LA PLENA OPERATIVIDAD DEL SISTEMA
PENAL ACUSATORIO EN LA JURISDICCIÓN ESPECIALIZADA.

ARTÍCULO 97. ACEPTACIÓN DE CARGOS. Cuando durante la investigación el procesado
sea escuchado en indagatoria, y dentro de esta diligencia aceptare los cargos que le impute el juez
de instrucción, tendrá derecho a una rebaja de hasta la mitad de la pena imponible. Para tal
efecto, el juez de instrucción procederá a levantar acta que suscribirá con el sindicado y su
defensor, en la que consten los cargos aceptados por el procesado, la cual equivaldrá a la



resolución de acusación y, remitirá de forma inmediata todo lo actuado al juez de conocimiento
quien verificará si se imputaron adecuadamente los cargos, si su aceptación fue libre, voluntaria,
espontánea y procederá a aceptarla, sin que a partir de allí sea posible retractación alguna;
seguidamente dictará sentencia.

En este evento no será necesario resolver la situación jurídica.

PARÁGRAFO. Este procedimiento será aplicable únicamente para las conductas punibles
establecidas en la Ley 1058 de 2006.

ARTÍCULO 98. Modifíquese el artículo 24 de la Ley 1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 24. Dolo. La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la
infracción penal y quiere su realización. También será dolosa la conducta cuando la realización
de la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar”.

ARTÍCULO 99. Modifíquese el artículo 27 de la Ley 1407 de 2010 el cual quedará así:

“Artículo 27. Acción u omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción u omisión.

El miembro de la Fuerza Pública que en razón de su competencia funcional y teniendo el control
efectivo, tenga el deber jurídico de evitar un resultado perteneciente a una descripción típica y no
lo hiciere, disponiendo de los recursos y medios, siempre que las circunstancias fácticas se lo
permitan, quedará sujeto a la pena prevista en la respectiva norma penal.

A tal efecto se requiere que tenga a su cargo la protección real y efectiva del bien jurídico
protegido o la vigilancia de determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución, la ley o los
reglamentos”.

ARTÍCULO 100. Modifícase el Título VIII de la Ley 1407 de 2010 “Otros Delitos”, en sus
artículos 168 y 169, los cuales pasan al Título V Capítulo VII de la citada ley “Otros delitos
contra la seguridad de la fuerza pública”, con el siguiente texto:

“Artículo 154A. Hurto de Armas y Bienes de Defensa. El que se apodere de armas,
municiones, material de guerra o efectos o bienes destinados a la seguridad o defensa nacional,
con el propósito de obtener provecho para sí o para otro, incurrirá en prisión de siete (7) a quince
(15) años.

Artículo 154B. Hurto de uso. Cuando el apoderamiento de que trata el artículo anterior se
cometiere con el fin de hacer uso de la cosa, y esta se restituyere en término no mayor de
veinticuatro (24) horas, la pena será de prisión de dos (2) a seis (6) años.

Cuando la cosa se restituyere con daño o deterioro grave, la pena se aumentará hasta en la
mitad”.

ARTÍCULO 101. Modifíquese el numeral cuarto (4) del artículo 199 de la Ley 1407 de 2010,
el cual quedará así:

“Artículo 199 (...)



4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, a los Generales y a Almirantes de la
Fuerza Pública, a los Magistrados del Tribunal Superior Militar y Policial, al Fiscal General
Penal Militar y Policial y a los Fiscales Penales Militares y Policiales Delegados ante el Tribunal
Superior Militar y Policial, por las conductas punibles que se les atribuyan”.

ARTÍCULO 102. Modifícase el artículo 338 “Duración de los procedimientos” de la Ley
1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 338. Duración de los procedimientos. El término de que dispone la Fiscalía Penal
Militar y Policial para formular la acusación o solicitar la preclusión, no podrá exceder de
noventa (90) días contados a partir del día siguiente de la formulación de la imputación y, de
ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos o sean tres o más los imputados.

Formulada la acusación, la audiencia preparatoria deberá realizarse por el Juez Penal Militar y
Policial de Conocimiento y de Conocimiento Especializado dentro de los cuarenta y cinco (45)
días siguientes a la ejecutoria del auto de apertura a juicio y la audiencia de Corte Marcial dentro
de igual término, contado a partir del día siguiente a la conclusión de la audiencia preparatoria.

PARÁGRAFO. La Fiscalía General Penal Militar y Policial tendrá un término máximo de dos
(2) años, contados a partir de la recepción de la noticia criminal para formular imputación u
ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término será de máximo tres (3) años
cuando se presente concurso de delitos o sean tres o más los imputados.

Cuando se trate de delitos de competencia del Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento
estos términos se reducirán a la mitad”.

ARTÍCULO 103. Modifícase el inciso 1o del artículo 452 “Vencimiento del término” de la
Ley 1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 452. Vencimiento de términos. Vencidos los términos previstos en el inciso 1o del
artículo 338, el Fiscal Penal Militar y Policial Delegado deberá solicitar la preclusión, o formular
la acusación ante el Juez Penal Militar y Policial de Garantías. De no hacerlo, perderá
competencia para seguir actuando, de lo cual informará inmediatamente a su respectivo superior.

(…)”.

ARTÍCULO 104. Modifícase el inciso 1o del artículo 479 “Presentación de la acusación” de
la Ley 1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 479. Presentación de la acusación. El Fiscal Penal Militar y Policial Delegado
presentará el escrito de acusación ante el Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías,
cuando de los elementos materiales probatorios, evidencia física o información legalmente
obtenida, se pueda afirmar, con probabilidad de verdad, que la conducta delictiva existió y que el
imputado es su autor o partícipe”.

ARTÍCULO 105. Modifícase el artículo 481 “Citación” de la Ley 1407 de 2010, el cual
quedará así:

“Artículo 481. Citación para Audiencia de Acusación. Presentado por el Fiscal Penal Militar y



Policial Delegado el escrito de acusación, el Juez Penal Militar y Policial de Garantías dentro de
los tres (3) días siguientes al recibo del mismo, señalará fecha y hora para la celebración de la
audiencia de formulación de acusación.

La Fiscalía Penal Militar y Policial entregará copia del escrito de acusación con destino al
acusado, al defensor, al Ministerio Público y a las víctimas”.

ARTÍCULO 106. Modifícase el artículo 482 “Trámite” de la Ley 1407 de 2010, el cual
quedará así:

“Artículo 482. Trámite. Abierta por el Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías la
audiencia de acusación, ordenará el traslado del escrito de acusación a las partes y concederá la
palabra en su orden a la Fiscalía, al Ministerio Público y a la Defensa, para que expresen
oralmente las causales de nulidad si las hubiere y efectúen las observaciones sobre el escrito de
acusación, tanto de orden formal como material.

Finalizada la audiencia de formulación de acusación, el Juez Penal Militar y Policial de Control
de Garantías resolverá todas las cuestiones planteadas y admitirá la acusación si considera que se
cumplen las exigencias probatorias a que alude el artículo 479 de esta ley, decisión contra la cual
procede el recurso de apelación.

Agotado lo anterior, el Juez Penal Militar y Policial de Control de Garantías dispondrá la
remisión de todo lo actuado al Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento o de Conocimiento
Especializado”.

ARTÍCULO 107. Adiciónase el artículo 483A a la Ley 1407 de 2010, el cual será del
siguiente tenor:

“Artículo 483A. Audiencia preliminar al juicio de Corte Marcial. Recibida la actuación, el
Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento o de Conocimiento Especializado señalará fecha y
hora para la celebración de la audiencia preliminar al juicio de Corte Marcial, dentro de la cual
resolverá las solicitudes de impedimentos, recusaciones, impugnación de competencia, medidas
de protección, descubrimiento de los elementos materiales probatorios y evidencia física, su
admisibilidad o exclusión y fijará fecha y hora para la audiencia preparatoria. A partir de este
momento se entenderá iniciada la etapa de juicio”.

ARTÍCULO 108. Modifícase el artículo 486 “Fecha de la audiencia preparatoria” de la Ley
1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 486. Fecha de la audiencia preparatoria. Agotados los trámites de la audiencia
preliminar al juicio de Corte Marcial, el Juez Penal Militar y Policial de Conocimiento o
Conocimiento Especializado, fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia preparatoria,
la cual deberá realizarse en un término no inferior a quince (15) días ni superior a treinta (30)
días siguientes a su señalamiento”.

ARTÍCULO 109. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Adiciónase el artículo
491A a la Ley 1407 de 2010, el cual será del siguiente tenor:

“Artículo 491A. Preacuerdos desde la audiencia de formulación de imputación. Desde la



audiencia de formulación de imputación y hasta antes de ser presentado el escrito de acusación,
la fiscalía y el imputado podrán llegar a un preacuerdo sobre los términos de la imputación.
Obtenido este preacuerdo, el fiscal penal militar y policial delegado lo presentará ante el juez
penal militar y policial de conocimiento o de conocimiento especializado como escrito de
acusación.

El fiscal penal militar y policial delegado y el imputado, a través de su defensor podrán adelantar
conversaciones para llegar a un acuerdo en el cual el imputado se declarará culpable del delito
imputado, o de uno relacionado con pena menor, a cambio de que el fiscal penal militar y policial
delegado:

l. Elimine de su acusación alguna causal de agravación punitiva, o algún cargo específico.

2. Tipifique la conducta, dentro de su alegación conclusiva, de una forma específica con miras a
disminuir la pena”.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-372-16 de 13 de julio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo
Guerrero Pérez, 'en el entendido que la víctima también podrá intervenir en la celebración de
acuerdos y preacuerdos entre la Fiscalía Penal Militar y el imputado o acusado, para lo cual
deberá ser oída e informada de su celebración por el fiscal, y oída por el juez encargado de
aprobar el acuerdo, quien para su aprobación velará por que el mismo no desconozca o
quebrante garantías tanto del imputado o acusado, como de las víctimas'.

ARTÍCULO 110. <Artículo CONDICIONALMENTE exequible> Modifícase el Artículo 493
de la Ley 1407 de 2010, el cual quedará así:

“Artículo 493. Modalidades. La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de
formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible,
acuerdo que se consignará en el escrito de acusación.

También podrán el fiscal penal militar y policial delegado y el imputado llegar a un preacuerdo
sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el
imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por
el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la forma prevista en el inciso anterior.

En el evento que la fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular
cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los
preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación.

Los preacuerdos celebrados entre fiscalía y acusado obligan al juez penal militar y policial de
conocimiento o de conocimiento especializado, salvo que ellos desconozcan o quebranten las
garantías fundamentales.

Aprobados los preacuerdos por el juez penal militar y policial de conocimiento o de
conocimiento especializado, procederá a convocar la audiencia para dictar la sentencia
correspondiente.



Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal penal
militar y policial delegado e imputado o acusado, pueden aceptarse por la víctima. En caso de
rehusarlos, esta podrá acudir a las vías judiciales pertinentes.

PARÁGRAFO. Cuando el acusado, previo acuerdo con la Fiscalía colabore eficazmente para
evitar que continúe el delito o se realicen otros, o aporte información esencial para la
desarticulación de bandas de delincuencia organizada, tendrá derecho a una rebaja de hasta la
mitad de la pena a imponer.

El mismo beneficio será concedido cuando el imputado sirva como testigo principal de cargo
contra los demás intervinientes”.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-372-16 de 13 de julio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo
Guerrero Pérez, 'en el entendido que la víctima también podrá intervenir en la celebración de
acuerdos y preacuerdos entre la Fiscalía Penal Militar y el imputado o acusado, para lo cual
deberá ser oída e informada de su celebración por el fiscal, y oída por el juez encargado de
aprobar el acuerdo, quien para su aprobación velará por que el mismo no desconozca o
quebrante garantías tanto del imputado o acusado, como de las víctimas'.

ARTÍCULO 111. PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD Y POLÍTICA CRIMINAL. <Artículo
INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 111. La aplicación del principio de oportunidad deberá hacerse con sujeción a la
política criminal del Estado.

ARTÍCULO 112. LEGALIDAD. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> La Fiscalía General
Penal Militar y Policial está obligada a perseguir a los autores y partícipes en los hechos que
revistan las características de una conducta punible que llegue a su conocimiento, excepto por la
aplicación del principio de oportunidad, en los términos y condiciones previstos en esta ley.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-326-16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza
Martelo.

ARTÍCULO 113. APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD. <Artículo
INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 113. La Fiscalía General Penal Militar y Policial, en la investigación o en el
juicio, hasta antes de la audiencia de Corte Marcial podrá suspender, interrumpir o renunciar
a la persecución penal, en los casos que establece esta ley.

ARTÍCULO 114. CAUSALES. <Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 114. El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos:

1. Cuando se trate de delitos sancionados con pena privativa de la libertad cuyo máximo
señalado en la ley no exceda de seis (6) años o con pena principal de multa, siempre que se
haya reparado integralmente a la víctima conocida o individualizada; si esto último no
sucediere, el funcionario competente fijará la caución pertinente a título de garantía de la
reparación, una vez oído el concepto del Ministerio Público.

Esta causal es aplicable igualmente en los eventos de concurso de conductas punibles
siempre y cuando de forma individual, se cumpla con los límites y las calidades señaladas en
el inciso anterior.

2. Cuando el imputado haya sufrido a consecuencia de la conducta culposa, daño físico o
moral grave que haga desproporcionada la aplicación de una sanción o implique
desconocimiento del principio de humanización de la sanción punitiva.



3. Cuando el ejercicio de la acción penal implique riesgo o amenaza grave a la seguridad del
Estado.

4. Cuando en delitos contra el patrimonio económico, el objeto material se encuentre en tan
alto grado de deterioro respecto de su titular, que la genérica protección brindada por la ley
haga más costosa su persecución penal y comporte un reducido y aleatorio beneficio.

5. Cuando el juicio de reproche de culpabilidad sea de tan secundaria consideración que haga
de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad social.

6. Cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando que se dé la
reparación integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse.

7. En los casos de atentados contra bienes jurídicos de la administración pública, cuando la
afectación al bien jurídico funcional resulte poco significativa y la infracción al deber
funcional tenga o haya tenido como respuesta adecuada el reproche institucional y la sanción
disciplinaria correspondientes.

8. Cuando la conducta se realice excediendo una causal de justificación, si la desproporción
significa un menor valor jurídico y social explicable en el ámbito de la culpabilidad.

PARÁGRAFO 1o. La aplicación del principio de oportunidad en los casos de delitos
sancionados con pena privativa de la libertad cuyo límite máximo exceda de seis (6) años de
prisión, será proferida por el Fiscal General Penal Militar y Policial o por quien él delegue de
manera especial para tal efecto.

PARÁGRAFO 2o. No se podrá aplicar el principio de oportunidad en investigaciones o
acusaciones por delitos contra la disciplina, el servicio, intereses de la Fuerza Pública, la
seguridad de la Fuerza Pública, el honor, los delitos contra el derecho internacional
humanitario, ni cuando tratándose de conductas dolosas la víctima sea un menor de dieciocho
(18) años.

ARTÍCULO 115. SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO A PRUEBA. <Artículo
INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 115. El imputado o acusado hasta antes de la audiencia de Corte Marcial podrá
solicitar la suspensión del procedimiento a prueba mediante solicitud oral en la que
manifieste un plan de reparación del daño y las condiciones que estaría dispuesto a cumplir.

El plan podrá consistir en la mediación con las víctimas, en los casos en que esta sea
procedente, la reparación integral de los daños causados a las víctimas o la reparación
simbólica, en forma inmediata o a plazos.

Presentada la solicitud, el fiscal penal militar y policial delegado consultará a la víctima y
resolverá de inmediato mediante decisión que fijará las condiciones bajo las cuales se
suspende el procedimiento, y aprobará o modificará el plan de reparación propuesto por el
imputado, conforme a los principios de justicia restaurativa establecidos en la ley.

Si el procedimiento se reanuda con posterioridad, la admisión de los hechos por parte del
imputado no se podrá utilizar como prueba de culpabilidad.

PARÁGRAFO. El fiscal penal militar y policial delegado podrá suspender el procedimiento a
prueba cuando para el cumplimiento de la finalidad del principio de oportunidad, estime
conveniente hacerlo antes de decidir sobre la eventual renuncia del ejercicio de la acción
penal.

ARTÍCULO 116. CONDICIONES A CUMPLIR DURANTE EL PERIODO DE PRUEBA.
<Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 116. El fiscal penal militar y policial delegado fijará el período de prueba, que
no podrá ser superior a tres (3) años, y determinará una o varias de las condiciones que
deberá cumplir el imputado o acusado hasta antes de la audiencia de Corte Marcial, entre las
siguientes:

1. Residir en un lugar determinado e informar al fiscal penal militar y policial delegado ante
el juez de conocimiento o conocimiento especializado cualquier cambio del mismo.

2. Participar en programas especiales de rehabilitación.

3. Prestar servicios o trabajo social en su institución militar o policial.

4. Someterse a un tratamiento médico o psicológico.

5. No poseer o portar armas de fuego.



6. No conducir vehículos automotores, naves o aeronaves.

7. La reparación integral a las víctimas, de conformidad con los mecanismos establecidos en
la ley.

8. La realización de actividades a favor de la recuperación de las víctimas.

9. La colaboración activa y efectiva en el tratamiento psicológico para la recuperación de las
víctimas, siempre y cuando medie su consentimiento.

10. La manifestación pública de arrepentimiento por el hecho que se le imputa.

11. La obligación de observar buena conducta individual, familiar y social.

Durante el período de prueba el imputado o acusado hasta antes de la audiencia de Corte
Marcial, deberá someterse a la vigilancia que el fiscal penal militar y policial delegado
determine sin menoscabo de su dignidad.

Vencido el período de prueba y verificado el cumplimiento de las condiciones, el fiscal penal
militar y policial delegado solicitará el archivo definitivo de la actuación, conforme al
procedimiento establecido para el control judicial en la aplicación del principio de
oportunidad.

ARTÍCULO 117. CONTROL JUDICIAL EN LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE
OPORTUNIDAD. <Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 117. El juez penal militar y policial de control de garantías deberá efectuar el
control respectivo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la determinación de la Fiscalía
Penal Militar y Policial de dar aplicación al principio de oportunidad.

Dicho control será obligatorio y automático y se realizará en audiencia especial en la que la
víctima y el Ministerio Público podrán controvertir la prueba aducida por la Fiscalía Penal
Militar y Policial para sustentar la decisión. El juez penal militar y policial resolverá de
plano.

La aplicación del principio de oportunidad y los preacuerdos de los posibles imputados o
acusados y la Fiscalía Penal Militar y Policial, no podrán comprometer la presunción de
inocencia y solo procederán si hay un mínimo de prueba que permita inferir la autoría o
participación en la conducta y su tipicidad.

ARTÍCULO 118. LA PARTICIPACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. <Artículo INEXEQUIBLE>



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 118. En la aplicación del principio de oportunidad el fiscal penal militar y
policial delegado deberá tener en cuenta los intereses de las víctimas. Para estos efectos
deberá oír a las que se hayan hecho presentes en la actuación.

ARTÍCULO 119. EFECTOS DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD.
<Artículo INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-326-
16 de 22 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1765 de 2015 :

ARTÍCULO 119. La decisión que prescinda de la persecución extinguirá la acción penal
respecto del autor o partícipe en cuyo favor se decide, salvo que la causal que la fundamente
se base en la falta de interés del Estado en la persecución del hecho, evento en el cual las
consecuencias de la aplicación del principio se extenderá a los demás autores o partícipes en
la conducta punible, a menos que la ley exija la reparación integral a las víctimas.
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